ANTEPROYECTO DE REGLAMENTO DE LA NUEVA LEY DE

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO EN LA PROVINCIA DE BUENOS 

AIRES

CAPÍTULO I

COMPETENCIA

ARTÍCULO 1. Todas las actuaciones deben ser iniciadas y proseguirse ante el órgano administrativo competente. La competencia de los órganos administrativos es la establecida por la Constitución de la Provincia de Buenos Aires, las leyes orgánicas administrativas y las normas que en su consecuencia se dicten.

ARTÍCULO 2. El ejercicio de la competencia constituye una obligación del órgano o autoridad administrativa y es irrenunciable e improrrogable. Cuando la avocación o la delegación sean procedentes, los actos dictados en su mérito son válidos.

ARTÍCULO 3. La incompetencia puede ser declarada en cualquier estado del procedimiento a pedido de parte o de oficio. 

ARTÍCULO 4. Los órganos superiores pueden avocarse al conocimiento y decisión de un asunto cuya resolución competa a sus inferiores.

ARTÍCULO 5. La avocación no es procedente cuando la competencia haya sido asignada al órgano inferior en mérito a una idoneidad especialmente reconocida. Asimismo, la avocación no procede respecto de las entidades descentralizadas que poseen personalidad jurídica propia. 

ARTÍCULO 6. La delegación debe ser expresa, contener en el mismo acto una clara y concreta enunciación de cuáles son las tareas, facultades y deberes que comprende.

ARTÍCULO 7. El órgano delegante debe mantener la coordinación y el control del ejercicio de la competencia delegada y es responsable por el ejercicio irregular.  

ARTÍCULO 8. El órgano delegado es personalmente responsable por el ejercicio de la competencia transferida, tanto frente al ente estatal como ante los particulares.

ARTÍCULO 9. El órgano delegante puede, en cualquier tiempo, revocar total o parcialmente la delegación. Para ello debe disponer expresamente en el mismo acto si reasume el ejercicio de la competencia o la transfiere a otro órgano. En este último caso procederá conforme a lo dispuesto en el presente Decreto. 

ARTÍCULO 10. El superior común a dos órganos, puede transferir la competencia de uno de ellos a otro en asuntos determinados cuando las necesidades del servicio  lo hagan conveniente.

ARTÍCULO 11. Los órganos administrativos pueden encomendar a otros órganos o entidades de la Administración Pública Provincial o de otra  administración, la realización de actividades de carácter material, técnico o de servicios de su competencia cuando no posean los medios técnicos necesarios para llevarlas a cabo, o razones de eficacia así lo aconsejen.


La encomienda de gestión no supone cesión de titularidad de la competencia ni de los elementos sustantivos de su ejercicio, siendo responsabilidad del órgano encomendante dictar los actos que confiera soporte o integren  la actividad material objeto de encomienda.

ARTÍCULO 12. Cuando la encomienda se establece entre órganos administrativos de distintos niveles territoriales o entre entes públicos, se adoptará mediante convenio cuya eficacia quedará supeditada a su publicación en el Boletín Oficial y en el Sistema de Información Normativa de la Provincia de Buenos Aires (SINBA)

ARTÍCULO 13. Las cuestiones de competencia entre órganos dependientes de un mismo Ministerio o Secretaría de Estado son resueltas definitivamente por el titular de dicha cartera. Si el conflicto es interministerial, o entre órganos centralizados o desconcentrados y entidades descentralizadas, o entre éstas, resuelve el Gobernador. En los demás casos será resuelto por el órgano inmediato superior a las áreas en conflicto.

ARTÍCULO 14. En los conflictos de competencia deben observarse las siguientes reglas:

a) Cuando distintas autoridades se encuentren entendiendo en el mismo asunto, cualquiera de ellas de oficio o a petición de parte se dirigirá a la otra reclamando para sí el conocimiento del asunto. Si la autoridad requerida mantiene su competencia, elevará sin más trámite las actuaciones al órgano administrativo encargado de resolver.

b) Cuando distintos ministerios o entidades autárquicas rehúsen conocer en el asunto, el último que lo haya recibido debe elevarlo al Gobernador.

En ambos casos se decidirá previo dictamen de Asesoría General de Gobierno.

CAPÍTULO II

ÓRGANOS COLEGIADOS

ARTÍCULO 15. En ausencia de normas legales específicas, y supletoriamente, deben observarse las siguientes reglas: 

a) El titular del órgano colegiado comunicará la convocatoria a los restantes miembros, con remisión de copia de orden del día y con una antelación mínima de tres (3) días, salvo situaciones de urgencia debidamente justificadas.

b) El orden del día será fijado por el titular del órgano o Ente. Los miembros tendrán derecho a que se incluyan en el mismo los puntos que  propongan, siempre que hagan la presentación por lo menos dos (2) horas antes de que la sesión deba tener lugar. 

c) El quórum para la válida constitución del órgano colegiado será el de la mayoría absoluta de sus componentes; si no existiera quórum, el órgano se constituirá en segunda convocatoria dos (2) horas después de la señalada para la primera, siendo suficiente para ella la asistencia de un tercio de los miembros, y en todo caso, en número no inferior a tres.

d) Las decisiones serán adoptadas por mayoría simple, salvo mayoría calificada cuando así resulte de norma expresa.

e) No podrá ser objeto de decisión ningún asunto que no figure en el orden del día, con la única excepción establecida en el inciso b) del presente artículo.

f) Ninguna decisión podrá ser adoptada por el órgano colegiado sin haber sometido la cuestión a deliberación de sus miembros, otorgándoles una razonable oportunidad de expresar su opinión.

g) Los miembros podrán hacer constar en el acta su voto contrario al acuerdo adoptado y los motivos que lo funden; cuando voten en contra y hagan constar su oposición motivada, quedarán exentos de la responsabilidad que, en su caso, pueda derivarse de las decisiones del órgano colegiado.

ARTÍCULO 16. En los órganos colegiados se levantará acta de cada sesión que deberá ser firmada por el presidente y por el secretario, o en su defecto por otro miembro cualquiera o por quienes hagan sus veces, salvo texto expreso en contrario y contendrá:

a) Lugar y fecha de sesión.

b) Indicación de las personas que hayan intervenido.

c) Determinación de los puntos más importantes de la deliberación.

d) Forma y resultado de la votación.

Los acuerdos se documentarán por separado, debiendo igualmente ser firmados por el presidente y el secretario o por quienes hagan sus veces. 


Cuando deban dictarse una serie de actos administrativos de la misma naturaleza, podrán consignarse en un único documento siempre que se especifiquen las personas y otras circunstancias que permitan individualizar a cada uno de los actos.

CAPÍTULO III

EXCUSACIÓN Y RECUSACIÓN

ARTÍCULO 17. Cuando el funcionario que tenga que decidir o asesorar para la resolución de actuaciones se encuentre comprendido en alguna de las causales previstas en la Ley de Procedimiento Administrativo con respecto a la  excusación, debe manifestar por escrito -en su primera intervención- los motivos que dan lugar a la misma. Remitirá el escrito a su superior jerárquico quien, luego de analizar los motivos expuestos y por resolución fundada, aceptará o rechazará la excusación. En el supuesto de ser acepada, designará el sustituto que reemplace al funcionario excusado. En caso de rechazarse, lo intimará a que continúe a cargo de las actuaciones.  

ARTÍCULO 18. Los interesados, representantes o patrocinantes pueden recusar al funcionario que tenga que decidir o asesorar en las actuaciones, cuando éste se encuentre comprendido en las causales enumeradas en la Ley de Procedimiento Administrativo, debiendo en la primer presentación expresar los motivos que justifiquen tal solicitud. El superior jerárquico del funcionario recusado, luego de analizar los motivos expuestos y por resolución fundada aceptará o rechazará la recusación planteada, designando sustituto o remitiendo las actuaciones, respectivamente. En ambos casos debe notificar su decisión al peticionante.

ARTÍCULO 19. Si la causal de excusación o recusación fuere sobreviniente, sólo puede hacerse valer dentro del tercer día de haber llegado a conocimiento del funcionario o recusante y se procederá de igual forma a los artículos precedentes. 

CAPÍTULO IV

SISTEMA DE GESTION POR RESULTADOS

ARTÍCULO 20. El procedimiento administrativo tiene por objeto el logro de resultados de gestión previstos por la Ley de Ministerios, por las competencias de cada organismo asignadas por leyes orgánicas o por vías reglamentarias y/o por los planes y programas institucionales. La Secretaría General de la Gobernación es la Autoridad de Aplicación del sistema de gestión por resultados definido en el presente capítulo. En virtud de ello queda facultada para proponer, elaborar y dictar las normas de carácter técnico, complementarias o aclaratorias, relativas al régimen estatuido en el presente Capítulo. 
ARTÍCULO 21. En cada organismo de la Administración Pública provincial, se debe constituir una o más Unidades Responsables del Trámite, las que dependerán funcionalmente de la Autoridad de Aplicación y tendrán a su cargo el correcto cumplimiento de los objetivos de cada proceso de gestión, como así también la confección de los actos administrativos finales y el definitivo, informes, dictámenes, actas o cualquier otro documento que resulte de la intervención de ese organismo.

ARTÍCULO 22. La máxima autoridad de los organismos provinciales tiene la facultad de establecer, de acuerdo a las características de cada organización, la coexistencia de dos o más Unidades Responsables del Trámite, debiendo el funcionario a cargo de las mismas revestir en categoría no inferior a Director o equivalente.

ARTÍCULO 23. Los organismos provinciales deben -dentro de los treinta días de la entrada en vigencia del presente- dictar el acto administrativo por el cual se establezca la Unidad o Unidades Responsables del Trámite que actuarán en cada jurisdicción.

ARTÍCULO 24. Estas Unidades son responsables de la puesta en práctica de sistemas administrativos que agilicen la tramitación y simplifiquen la relación del Estado con la ciudadanía, los que al mismo tiempo deberán permitir una comunicación permanente del estado de los trámites.

ARTÍCULO 25. La Unidad Responsable del Trámite es la que tenga asignadas acciones equivalentes en la pertinente estructura o en su defecto la Dirección General de Administración (DGA) del Organismo al que le competa intervenir.
ARTÍCULO 26. Asignar a la Unidad Responsable del Trámite la responsabilidad primaria de establecer mecanismos de actuación que tiendan a asegurar la eficacia, agilización y transparencia de los trámites administrativos, custodiando las formalidades y plazos procedimentales previstos por las normas, de manera de posibilitar el cumplimiento de los resultados que establece el ordenamiento jurídico.

ARTÍCULO 27. La Unidad Responsable del Trámite debe sistematizar y fijar el circuito administrativo de las actuaciones observando lo establecido en los instructivos, guías y/o manuales de procedimiento que al efecto se dicten conforme lo establecido en las normas legales aplicables. 

ARTÍCULO 28. El funcionario a cargo de la Unidad Responsable del Trámite es el responsable directo del procedimiento para lo cual organiza en su jurisdicción áreas de despacho, mesa de entradas y archivo, así como de información al público, a fin de garantizar: 

1. la correcta gestión de la documentación administrativa para el logro del resultado objeto del trámite, así como para la expresión de las decisiones intermedias o finales correspondientes,

2. el control de los plazos,

3. la debida tramitación del expediente,

4. la recepción, salida y archivo de documentación,

5. el diligenciamiento de las notificaciones,

6. el acceso público y la comunicación interna y externa del estado de las actuaciones,

7. la información actualizada respecto de las consultas que se formulen con relación a las actuaciones.

Para el cumplimiento de los fines previstos debe:

a) Adoptar las medidas oportunas para remover los obstáculos que impidan, dificulten o retrasen la decisión final o definitiva.

b) Realizar un relevamiento periódico de las gestiones administrativas en proceso en jurisdicción del organismo por vía de expediente o por la que se haya optado en cada oportunidad, a fin de realizar el seguimiento en el cumplimiento de los plazos establecidos

c) Recibir las quejas o denuncias que puedan surgir con motivo de tardanzas, desatenciones u otras anomalías que se observen en el funcionamiento de los respectivos organismos.

ARTÍCULO 29. En caso de comprobarse el retardo en el cumplimiento de los plazos previstos en el procedimiento, el titular de la Unidad Responsable del Trámite arbitrará los medios necesarios para identificar el o los motivos que provocan la demora y procurar su resolución. Cuando el retardo sea consecuencia de inconvenientes o dudas propias del trámite, se podrán propiciar mesas de trabajo integradas por los sectores involucrados, quienes buscarán las soluciones que permitan resolver la situación. 

Las Unidades Responsables del Trámite tienen la obligación de informar a la Autoridad de Aplicación, aquellas situaciones de demoras en los trámites que no puedan resolver aún apelando a los medios enunciados en el presente artículo. 

ARTÍCULO 30. La Unidad Responsable del Trámite debe dar curso a los expedientes y/o gestiones administrativas por orden de ingreso a la administración, excepto que medien razones de excepcional urgencia que impongan su alteración, debiendo remitir los mismos a quien considere la unidad competente respecto del fondo, en un plazo que no puede ser mayor a tres (3) días. En el caso en que el organismo entienda que no procede la competencia asignada deberá, en un plazo de dos (2) días, devolver las actuaciones a la Unidad Responsable del Trámite fundamentando su incompetencia.

ARTÍCULO 31. La Unidad Responsable del Trámite mantiene su responsabilidad hasta la culminación de la gestión, la elaboración de la actuación administrativa correspondiente y la remisión a archivo de las actuaciones. 

ARTÍCULO 32. Las actuaciones administrativas deben encontrarse, en todo momento, en sede del organismo competente, bajo la responsabilidad de la Unidad Responsable del Trámite. Los pases de expedientes quedan limitados exclusivamente a aquellos que estén manifiestamente fundados en norma previa o circuito claramente descripto al inicio del trámite por la Unidad Responsable del Trámite, debiéndose hacer la correspondiente referencia normativa a los efectos de su justificación. En el caso que surgiera la necesidad de intervención de un área diferente a la estipulada, podrá sugerirse una nueva tramitación o derivación, explicitando el motivo de la intervención solicitada. Queda prohibida la utilización de las frases “pase a sus efectos”, “a los fines que estime corresponder” u otras similares.

 ARTÍCULO 33. Crear la figura de Consulta, la que procederá toda vez que -para sustanciar las actuaciones- se requieran datos, constancias, informes o dictámenes previos. Para ello puede solicitar la información necesaria directamente mediante nota, de la que se dejará copia en el expediente, manteniendo bajo su tutela el original de las actuaciones. A tal efecto las dependencias de la Administración Pública Provincial, cualquiera sea su situación jerárquica, quedan obligadas a la colaboración permanente y recíproca. 

En caso que deban intervenir dos o más organismos, se debe procurar la consulta en forma simultánea siempre que las circunstancias lo permitan.
ARTÍCULO 34. Cuando resulte estrictamente necesaria la remisión o movimiento del expediente para la producción de informes técnicos o dictámenes, la Unidad Responsable del Trámite debe remitir copias de las actuaciones, para lo cual podrá utilizar cualquier medio electrónico o informático. En su defecto, y a modo de excepción, remitirá el expediente original elaborando una Minuta de Préstamo la que deberá contener el motivo de la remisión y el plazo en que deberá evacuarse el informe solicitado. Dicha Minuta -debidamente foliada- debe quedar agregada al expediente, permaneciendo en poder del funcionario titular de la Unidad Responsable del Trámite una copia de la misma conjuntamente con el remito correspondiente.

La remisión del original del expediente procederá en forma obligatoria cuando legalmente corresponda la intervención de la Asesoría General de Gobierno o de los Organismos previstos en la Constitución de la Provincia de Buenos Aires y, además, en circunstancias de requerir la firma del señor Gobernador 
ARTÍCULO 35. El funcionario a cargo de la Unidad Responsable del Trámite debe subsanar de oficio o a pedido del interesado los defectos de procedimiento, disponiendo las diligencias que sean necesarias para evitar nulidades. Asimismo debe proveer en una sola resolución todos los trámites que por su naturaleza admitan un impulso sucesivo o simultáneo y concentrar en un mismo acto todas las diligencias y medidas de prueba pertinentes.

ARTÍCULO 36. El titular de la Unidad Responsable del Trámite propiciará la capacitación, formación y actualización permanente del personal que deba ejercer funciones de notificador, como así también de todo aquel que por sus actividades esté involucrado en el procedimiento administrativo reglamentado por el presente Decreto, a los que, además, se los instruirá en las pautas supletorias del Código de Procedimiento Civil y Comercial que fueren de aplicación complementaria a la Ley de Procedimientos.

ARTÍCULO 37. A fin de simplificar las actuaciones administrativas se prevé la conformación de Mesas de Trabajo que se constituyen con el fin de formar y compatibilizar criterios cuando la complejidad del trámite lo requiera y en aquellos casos que involucren la competencia de dos o más unidades orgánicas o a los fines de evitar trámites innecesarios en los expedientes. También podrán constituirse ante la existencia de temas que requieran la formación y consenso de aspectos técnicos para su tratamiento y resolución.

ARTÍCULO 38. Las Mesas de Trabajo serán convocadas por el funcionario responsable de la unidad orgánica competente o quien este designe, indicando los funcionarios que deben participar, lo que hará saber a la Unidad Responsable del Trámite a los efectos de su notificación.
ARTÍCULO 39. La Unidad Responsable del Trámite notificará a los funcionarios que deban intervenir, con una antelación de tres (3) días. La notificación debe contener la agenda con los principales temas a tratar en la Mesa de Trabajo.  La asistencia es obligatoria y de lo actuado se labrará acta.

CAPÍTULO  V

GESTIÓN DE LA DOCUMENTACIÓN

ARTÍCULO 40. La documentación que se presenta ante la autoridad administrativa tramitará -cuando sea necesario o conveniente para su mejor individualización y movimiento- a través de un expediente que se conformará de acuerdo a lo establecido en el presente Decreto. 

En función de los principios establecidos en el capítulo pertinente de la Ley de Procedimiento Administrativo, la Administración Pública Provincial podrá adoptar toda otra forma de tramitación que surja de la aplicación de las Tecnologías de Información y Comunicación (TICs), dirigidas a mejorar la relación del gobierno provincial con los habitantes y ciudadanos,  aumentar la eficacia y eficiencia de la gestión y de los servicios públicos e incrementar la transparencia y la participación que posibiliten una mayor integración, inclusión y desarrollo de la sociedad en su conjunto. 

Los organismos pueden optar indistintamente entre la metodología de soporte mediante el uso de las Tecnologías de Información y Comunicación (TICs), o la de soporte en papel, procediendo según lo establecido en el presente Decreto.
ARTÍCULO 41. El expediente se identifica con el número asignado, sin perjuicio de otras formas de identificación que arbitre cada repartición.

El número con que se inicia un expediente es conservado en las actuaciones sucesivas con prescindencia de los organismos que intervengan en su trámite, todas las unidades administrativas intervinientes tienen la obligación de suministrar información del estado del expediente sobre la base de su identificación inicial. 

ARTÍCULO 42. La Mesa de Entradas conforma los expedientes y los asienta en un Registro General, en el que anota además la salida de los escritos y comunicaciones dirigidas a otros órganos o particulares y las decisiones finales.  

ARTICULO 43. Para el caso que se adopte el sistema de uso de las Tecnologías  de la Información y las Comunicaciones (TICs) no contempladas en el presente Decreto, las mismas deberán adecuarse al cumplimiento de las normas vigentes en la materia dentro del ámbito de la Provincia de Buenos Aires.

ARTICULO 44. Para el caso que se adopte el sistema de soporte en papel, el expediente es precedido por una carátula en cartulina de color que preferentemente diferencie a los organismos, en cuyo anverso se deberá consignar:

a) En el membrete la jurisdicción origen del trámite.

b) El número formado por el código de la repartición, el número de actuación y el año.

c) La fecha de iniciación.
d) Los datos del presentador o peticionario.

e) Organismo Iniciador.

f) Unidad Responsable del Trámite con sus respectivos teléfonos y dirección de correo electrónico a las que puedan dirigirse los particulares para todo tipo de consultas.

g) Extracto del objeto que lo motiva.

h) Documentos agregados.

i) Inscripción impresa con el siguiente texto en mayúscula sostenida: “LA UNIDAD RESPONSABLE DEL TRAMITE ES LA RESPONSABLE DIRECTA Y EXCLUSIVA DE LA TRAMITACIÓN DEL PRESENTE EXPEDIENTE DESDE SU INICIO HASTA SU RESOLUCIÓN Y DENTRO DE LOS PLAZOS PREVISTOS”.

j) Inscripción al pie de la carátula con el siguiente texto en mayúscula sostenida: “PARA EL PRESENTE TRÁMITE SE DEBERÁ DAR CUMPLIMIENTO A LO ESTABLECIDO EN LA LEY DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO N° ..............  ASÍ COMO A SU DECRETO REGLAMENTARIO N° ...............”

ARTÍCULO 45. Los expedientes deben compaginarse en cuerpos que no excedan de doscientas (200) fojas, salvo los casos en que tal límite obligue a dividir escritos o documentos que constituyan un sólo texto.

ARTÍCULO 46. Los expedientes deberán estar foliados a partir de la primera foja siguiente a la carátula en forma correlativa. Si al momento de insertar la foliatura se cometen errores, deben salvarse testando el o los folios incorrectos y foliándolos correctamente. Todas las fojas corregidas deben tener inserta la firma y aclaración de quien haya realizado la corrección. 


Cuando se hayan dictado actos preparatorios que remitan a fojas anteriores la foliatura ya no podrá cambiarse. 

ARTÍCULO 47. Los documentos que forman el expediente se compaginan por orden de fecha.


La Mesa de Entradas dentro de los dos (2) días de efectuada la presentación debe remitirlo a la Unidad Responsable del Trámite, en la forma que deba tramitar.

ARTÍCULO 48. La foja que encabeza un documento que se incorpora debe llevar en la parte superior el número del expediente al que pertenece. Las actuaciones se unirán al expediente con el sello medalla de la repartición en cada foja.

ARTÍCULO 49. Cuando se recibe en Mesa de Entradas un escrito que se refiere a un expediente en trámite, debe registrarse como "Alcance" y  disponerse su agregación. 


También puede formarse Alcance cuando el tema a resolver tiene conexión con otro expediente pero puede tramitar en forma independiente, en cuyo caso, no es necesaria la agregación. 

ARTÍCULO 50. La acumulación de expedientes o alcances puede importar la incorporación a otro expediente para formar parte de éste, perdiendo su individualidad. 

Los expedientes y demás documentos de una o más fojas que se incorporen a otro, conservan su foliatura original pero son considerados como una sola foja a efectos de integrar el expediente principal, razón por la cual la documentación que posteriormente se agregue deberá foliarse correlativamente en función del expediente principal.

Los expedientes que se soliciten al solo efecto informativo, se acumulan sin incorporar delante del expediente principal, dejando constancia en la carátula del agregado el expediente por el cual corren las actuaciones a tramitar. 
                       En cada uno de los expedientes se consigna la acumulación con la providencia correspondiente, mencionando si ella importa incorporación y en este caso, el número de la foja que pasa a integrar el expediente acumulado.

ARTÍCULO 51. De todo desglose se dejará constancia, indicando la fecha en que se efectúa, el número de fojas, a quien se entregan o dónde se remiten, el motivo por el cual procede el desglose y cualquier circunstancia que resulte de interés. Las fojas desglosadas pueden reemplazarse por sus copias las que se glosarán cronológicamente.

ARTÍCULO 52. Las fojas desglosadas con las que se inicie un expediente o un trámite interno, deben estar precedidas de una constancia con la mención de las actuaciones de la cual proceden, de la cantidad de fojas con que se inicia el nuevo y las razones que haya habido para hacerlo.

ARTÍCULO 53. Cuando el expediente vaya acompañado de antecedentes que por su volumen no pueden ser incorporados, se confeccionarán anexos con indicación del expediente al cual pertenecen.

CAPÍTULO VI

SITUACIÓN Y ESTADO DEL TRÁMITE

ARTÍCULO 54. En ningún caso los aspectos formales pueden demorar o paralizar las actuaciones. Cuando se reciban expedientes que contengan errores formales de foliatura, agregación, falta de sellos o similares, la oficina que deba intervenir dejará constancia de las anomalías que observe y se expedirá en el ámbito de su competencia. La Unidad Responsable del Trámite debe tomar conocimiento de estas observaciones y buscar la forma de subsanarlas. 

ARTÍCULO 55. Cada órgano determina las presentaciones que pueden realizarse mediante formularios, los que se encontrarán a disposición de los ciudadanos en cada repartición o en el sistema tecnológico del cual se podrán obtener copias.

ARTÍCULO 56. Cuando el interesado solicite copias de una actuación administrativa y no exista reglamentación específica al respecto, se le proveerán las que indique, se le facilitarán las actuaciones para que las obtenga o cuando no fuere posible se destacará un agente para que lo acompañe a obtenerlas.

ARTÍCULO 57. La certificación de que una documentación es copia de su original estará a cargo del agente que la reciba, a menos que por su complejidad merezca un análisis técnico o científico, en cuyo caso cada organismo determinará la dependencia encargada de este trámite el que no podrá demorarse más de dos (2) días. 


Cuando la certificación que se realice sea la de una firma a ruego, deberá intervenir un agente de jerarquía no inferior a jefe de departamento o equivalente.

CAPÍTULO VII

PLAZOS

ARTÍCULO 58. Los trámites administrativos deberán producirse en el plazo máximo que a continuación se determina:

a) Decisiones finales o definitivas sobre petición o recurso: treinta (30) días, computados a partir de la fecha en que las actuaciones están en estado de resolver.

b) Decisiones preparatorias que deban resolver alguna cuestión dentro del procedimiento: quince (15) días contados de la misma manera. 

c) Dictámenes Pericias o Informes Técnicos: diez (10) días los que pueden prorrogarse cuando la diligencia requiere el traslado de algún agente fuera del lugar de sus funciones.

d) Notificaciones, Registros y cualquier otro acto preparatorio: cinco (5) días.


Estos plazos pueden prorrogarse o ampliarse por razones justificadas, las que se harán saber a la Unidad Responsable del Trámite. 

ARTÍCULO 59. La Unidad Responsable del Trámite analizará y determinará las razones que impiden el cumplimiento de los plazos y propondrá las soluciones que cada situación necesite.  

CAPÍTULO VIII

INSTRUCTIVOS, GUÍAS Y MANUALES DE PROCEDIMIENTO

ARTÍCULO 60. En un plazo de ciento ochenta (180) días contados a partir de la aprobación del presente Decreto, cada organismo de la Administración Pública Provincial debe elaborar y publicar en el Boletín Oficial y en la Guía Única de Trámite o en la página de internet del organismo –según corresponda- los instructivos, guías y/o manuales de procedimiento que den cuenta de los trámites administrativos que tengan a su cargo. 
ARTICULO 61. Se denomina Instructivo al documento en el que se describen los pasos a seguir para dar correcto curso a diferentes trámites. Puede contener cursogramas narrativos o cursogramas simbólicos, esquemas de funcionamiento, planos, diagramas. Se constituyen en el antecedente fundamental para la elaboración de las Guías y Manuales de Procedimiento.

ARTÍCULO 62. Se denomina Guía de Procedimiento al ordenamiento de los diferentes trámites que se realizan en los distintos organismos que componen la Administración Pública Provincial, ya sea a través de notas, circulares, memorandos, instructivos, itinerarios, esquemas o cualquier otra modalidad comunicativa que presente en forma ordenada la secuencia o pasos a seguir para la ejecución de las acciones que se realizan en los organismos públicos provinciales. 

ARTÍCULO 63. Se denomina Manual de Procedimiento a la descripción de procedimientos técnicos o administrativos diseñados por cada organismo para trámites especiales. 


La complejidad de cada tarea es la que determina si resulta necesaria la elaboración de un instructivo, una guía o un manual de procedimiento. 

ARTÍCULO 64. Los Instructivos, las Guías y los Manuales de Procedimiento se subordinarán a las disposiciones de esta norma, que regulará todas sus actividades a los efectos de garantizar su correcto funcionamiento, optimizar el uso de sus recursos, facilitar la tarea de los agentes y funcionarios que intervienen en ellas y garantizar la seguridad jurídica. Operarán como instrumentos flexibles y dinámicos, en permanente revisión y actualización, pudiendo ser reformados a fin de buscar siempre mayor celeridad y eficacia. 


En todos los casos son aprobados por la Subsecretaría de la Gestión Pública o el organismo que tenga asignadas acciones equivalentes, en su carácter de autoridad competente en esta materia. 

ARTÍCULO 65. Los Instructivos, las Guías y los Manuales de Procedimiento deben contener, como mínimo, la descripción del circuito de los diferentes trámites que se llevan a cabo en el organismo, y la determinación de la Unidad Responsable del Trámite en cada uno de ellos.

ARTÍCULO 66. Cada organismo opta por el formato que más convenga a su mejor comunicación. La Subsecretaría de la Gestión Pública o el organismo que tenga asignadas acciones equivalentes, es la encargada de brindar la asistencia metodológica necesaria para el cumplimiento de los objetivos enunciados. 

CAPÍTULO IX

PARTICIPACIÓN CIUDADANA

ARTÍCULO 67. Se establece en el ámbito de la administración centralizada, descentralizada, entes autárquicos, y cualquier otro ente u órgano dotado de potestad pública, un mecanismo que permita, a todo interesado en la norma a dictarse, intervenir  en un procedimiento de elaboración participativa de normas de acuerdo a las modalidades que en el presente se fijan.

ARTÍCULO 68. El procedimiento de elaboración participativa de normas se inicia mediante acto administrativo expreso de la autoridad responsable del área a cargo de la elaboración de la norma a dictarse, la que tendrá una jerarquía no inferior a Subsecretario o equivalente. Dicho funcionario es el encargado de dirigir el procedimiento de elaboración participativa, pudiendo delegar tal responsabilidad en un funcionario competente en razón del objeto, con jerarquía no inferior a Director.

ARTÍCULO 69. El acto administrativo de apertura del procedimiento de elaboración participativa de normas debe establecer la autoridad responsable de llevarlo  adelante, el texto del proyecto y sus fundamentos, el lugar donde se puede tomar vista del expediente, efectuar opiniones, propuestas u observaciones y el plazo para efectuar dichas presentaciones.

ARTÍCULO 70. La autoridad responsable debe publicar en el Boletín Oficial, en el Sistema de Información Normativa de Buenos Aires (SINBA) y en la página de internet del Organismo,  al menos durante diez (10) días, el contenido del acto de apertura del procedimiento de elaboración participativa de normas, invitando a la ciudadanía a expresar sus opiniones, propuestas u observaciones, las que no tendrán carácter vinculante.

Cuando el interés público comprometido en la norma a dictarse, a juicio de la autoridad responsable amerite una más amplia difusión, se llevarán  a cabo publicaciones en medios nacionales, locales o especializados en la temática en cuestión.

ARTÍCULO 71. Con el acto administrativo de apertura se conformará un expediente al que se agregaran las copias de las publicaciones realizadas, las opiniones, propuestas u observaciones recibidas, debiendo estar el mismo a disposición de los interesados en el lugar que haya fijado la autoridad responsable en el acto de apertura.

ARTÍULO 72. Las opiniones, propuestas u observaciones que se efectúen, deben ser realizadas por escrito, consignándose en las mismas el nombre, apellido, tipo y número de documento de identidad, domicilio real, teléfono y dirección de correo electrónico. En caso que la presentación se realice en representación de una persona jurídica, debe acreditarse la personería del compareciente. Podrá acompañarse la documentación que se estime conveniente.

ARTÍCULO 73. El plazo que se fije para la presentación de las opiniones, propuestas u observaciones no puede ser inferior a diez (10) días contados desde la última publicación del acto administrativo de apertura del procedimiento que se haya realizado.

ARTÍCULO 74. La autoridad responsable puede encargar estudios o dictámenes de personas públicas o privadas, especializadas en la materia motivo del procedimiento, a fin de generar información útil para la toma de decisión. Asimismo, de considerarlo conveniente, pueden llevarse adelante una o más audiencias públicas, debiendo incorporarse al expediente las opiniones que se viertan en las mismas.

ARTÍCULO 75. Cuando la autoridad responsable lo considere oportuno, puede solicitar la participación de la Subsecretaría de la Gestión Pública o quien tenga asignadas acciones equivalentes, quien operará como Organismo Coordinador  a los fines de asistir técnica y metodológicamente a la autoridad responsable del procedimiento de elaboración participativa de normas.

ARTÍCULO 76. En los  fundamentos de la norma debe dejarse constancia de la realización del procedimiento de elaboración participativa. 
CAPÍTULO X

DISPOSICIONES GENERALES

ARTICULO 77. Los organismos de la Administración Pública de la Provincia de Buenos Aires deben establecer mecanismos que garanticen la opción de remisión, recepción, mantenimiento y publicación de información electrónica, siempre que esto sea aplicable, tanto para la gestión de expedientes y documentos entre organismos como para con los ciudadanos, tendiendo a la eliminación del papel en las tramitaciones.

En la medida de la necesidad de aplicación de los medios previstos, el Poder Ejecutivo Provincial reglamentará su implementación.

ARTICULO 78. La Secretaría General de la Gobernación convocará en el término de noventa (90) días a partir de la publicación del presente a los titulares de los distintos servicios jurídicos de la Administración Pública Provincial centralizada y descentralizada, inclusive entes autárquicos, para que, reunidos en comisión, propongan cuáles serán los procedimientos especiales actualmente aplicables que continuarán vigentes. Sus conclusiones serán elevadas al Poder Ejecutivo, juntamente con las normas proyectadas, en un plazo de ciento ochenta días a partir de la publicación del presente Decreto.

ARTÍCULO 79. Regístrese, comuníquese, publíquese, dese al Boletín Oficial y al SINBA. Cumplido, archívese.
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